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INTRODUCCIÓN 

El espíritu del PRD radica en su firme compromiso de ser un instrumento de la sociedad en su 

conjunto. Por convicción e identidad proponemos políticas públicas en beneficio de los sectores 

ancestralmente excluidos y desprotegidos. Al mismo tiempo, reafirmamos nuestra vocación 

democrática al defender los derechos de las clases medias y del empresariado comprometido 

con el desarrollo del estado, que, al igual que el resto de la población, exigen democracia, 

legalidad, combate a la corrupción, crecimiento económico y seguridad para sus personas y 

patrimonio. 

El entorno general que hoy presenta el país es desesperanzador en muchos frentes. En lo social, 

el estado muestra pocos avances. Los programas para la superación de la pobreza se han 

convertido en mecanismos clientelares y asistenciales de compra de votos. En lo político, 

persisten prácticas antidemocráticas que reflejan el sometimiento del Estado a factores reales de 

poder, en sintonía con ello, la participación ciudadana, desde el punto de vista institucional, es 

limitada.  No existen espacios efectivos para avanzar hacia una democracia participativa.  La 

ciudadanía se enfrenta de manera permanente a un gobierno distante y poco interesado en 

responder cabalmente a la sociedad, el resultado es la apatía ciudadana y la falta de 

participación política.  

 

En lo económico, la situación no es mejor. El estado, se enfrenta a un rezago de enormes 

proporciones, frente a la cual,  las equivocadas decisiones del gobierno estatal dejan al estado 

en la más absoluta de las indefensiones.  

 

Por todo o anterior, refirmamos que nuestro objetivo fundamental es la conquista de una 

sociedad democrática con igualdad social, en el marco de la promoción y respeto a los derechos 

humanos. Para lograr lo anterior, promovemos la construcción de un Estado democrático y social 

de derecho, el cual garantiza las libertades plenas del ciudadano pero propicia la creación de un 

nuevo modelo de desarrollo con la participación pública, social y privada en beneficio de las 

personas. 

 

Con base en lo anteriormente expuesto, el Partido de la Revolución Democrática presenta a la 

sociedad hidalguense esta plataforma electoral como un instrumento para llevar a cabo la 

realización de los derechos políticos, económicos, sociales y culturales de las y los hidalguenses. 

Las políticas del PRD se norman en la ética, los principios democráticos, la crítica y autocrítica 

constructivas; y la acción libre, honesta y responsable de sus dirigentes y militantes. 
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El PRD pretende que sus propuestas se identifiquen con la mayoría de la sociedad. Aspira a 

representar a los trabajadores y trabajadoras del campo y la ciudad, a la intelectualidad 

democrática, emprendedores comprometidos con la democracia, a los jóvenes del país, a las 

naciones y comunidades indígenas, a las personas de la tercera edad, a los sectores excluidos, 

y en general a todos aquellos, hombres y mujeres, que se identifican con la construcción de una 

sociedad justa, equitativa, democrática, sustentable e incluyente.  

 

El PRD se asume como un partido de izquierda. Reafirma sus convicciones, ideología y 

proyectos de gobierno y legislativos, a partir de su compromiso con las grandes mayorías, para 

transformar la sociedad, la economía y el Estado a través de la equidad con una redistribución 

más justa de la riqueza, el acceso a condiciones efectivas de desarrollo, justicia y seguridad para 

todas las personas y la plena democracia política.  

 

El PRD no intenta imponer una moral pública ni mucho menos sancionar la vida privada de las 

personas. Exige de sus miembros, sobre todo de su dirigencia, sus representantes populares, 

funcionarias y funcionarios públicos, el apego a una ética política sustentada en los valores de 

honestidad, transparencia, paridad, respeto por las diferencias, austeridad y sencillez en el trato 

con los demás, profundo y auténtico espíritu de servicio a los ciudadanos, comprensión y respeto 

frente a otros puntos de vista, voluntad de diálogo y de toma de decisiones mediante consensos, 

y respeto a la libertad, autonomía y dignidad de las personas, sin importar género, edad, raza o 

condición social.  

 

El PRD se propone la construcción de una nueva cultura política fundada en la democracia, el 

debate de las ideas, la autogestión ciudadana y la solidaridad, como alternativa a las formas de 

hacer política que nos heredó el viejo régimen autoritario: el paternalismo, la corrupción, la 

utilización de la gente y el uso del poder para el beneficio propio.  
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I.- DERECHOS HUMANOS 

 

1. Promovemos y defendemos el carácter universal e inalienable; progresivo e 

integral; exigible y justiciable; indivisible e interdependiente de los derechos 

humanos. Nos comprometemos a impulsar un marco jurídico que los reconozca a 

plenitud y que obligue a su absoluta observancia. Promovemos el ejercicio de los 

derechos humanos mediante los mecanismos de la justicia, la administración pública y la 

legislación, así como a través del proceso educativo, la perspectiva de equidad de 

género y la promoción de una cultura acorde al respeto de tales derechos. Para lograr lo 

anterior, es responsabilidad fundamental del Estado crear las condiciones necesarias, 

mediante reformas legislativas, políticas públicas y el ejercicio protector del poder 

judicial, para que el goce y disfrute de estos derechos sea efectivo.  

 

2. ALIMENTACIÓN.- Estableceremos real transparencia en el manejo de los programas 

alimentarios, a través de una ley que permita hacer llegar estos programas a todos los 

hidalguenses, y no como sucede actualmente que solo llega a sectores comprometidos 

con un partido político, debemos de evitar que la necesidad alimentaria de la sociedad 

permita el manejo electoral de los programas alimentarios.  El derecho a la alimentación 

debe ser garantizado por el Estado, mediante políticas públicas que integren tanto a la 

subvención en alimentos y servicios, como la planeación y ejecución de programas de 

salud que permitan la debida nutrición de las y los más pobres, especialmente niñas, 

niños y adultos mayores.  

 

3. EDUCACIÓN.- Todo hidalguense, por el hecho de serlo, tiene derecho a una educación 

pública gratuita, laica, democrática y humanista, sustentada en principios sociales, 

científicos y éticos, en todos sus niveles: desde preescolar hasta posgrado. Proponemos 

que la educación sea obligatoria desde preescolar hasta la educación media superior y 

busque desarrollar armónicamente, todas las facultades de las personas.   

 

4. CULTURA.- Reivindicamos la cultura como un derecho social y como un espacio para la 

construcción de identidades en la diversidad y la libertad. Todas y todos deben tener 

acceso al disfrute de los bienes culturales, pues constituyen factores para un desarrollo 

social e individual plenos. El Estado es el responsable del cuidado, investigación y 

promoción de nuestros bienes culturales, tanto espirituales, artísticos,  intelectuales, 

sociales y materiales. 
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5. VIVIENDA.- Trabajamos para que todos los hidalguenses puedan exigir ante el Estado 

el cumplimiento del derecho constitucional de toda persona para disfrutar de una 

vivienda digna, decorosa y de calidad. Proponemos que el Estado organice un sistema 

nacional integrado, el cual regule los precios de la vivienda de interés social de tal forma 

que el ciudadano o la ciudadana pague el costo real de éstas, de acuerdo a los ingresos 

económicos que se obtienen, recibiendo espacios de calidad que garanticen el bienestar 

de sus habitantes. Así, para garantizar a todas las familias el derecho de acceso al 

suelo y a la vivienda digna proponemos la unificación de la normatividad sobre el 

mercado de suelo y vivienda en propiedad y renta, incluido el informal y popular, en 

una nueva Ley General de Vivienda, que permita recuperar la promoción de la 

construcción de vivienda en los organismos del sector público, modificar las reglas de 

operación del sistema bancario para hacer accesible el crédito a todos, incluyendo al 

sector de no asalariados, así como promover la asociación de capital privado, inversión 

estatal y esfuerzo propio de los sectores demandantes para construir viviendas de 

interés social y popular. 

 

6. SALUD.- Tenemos el compromiso de convertir el derecho a la protección de la salud en 

un derecho exigible, lo que significa hacer explícito que el sujeto obligado de garantizarlo 

es el Estado. Para hacer efectiva la obligación del Estado a proporcionar las condiciones 

para que la población ejerza su derecho a la salud proponemos: reformar la Constitución 

para que se consigne el derecho a la protección de la salud y la obligación del Estado de 

garantizarlo. 

 

7. JÓVENES.- Las y los jóvenes, tienen derecho a la educación, la cultura, la salud sexual 

y reproductiva, el esparcimiento, el deporte, la recreación, la consideración y atención 

emocional y el empleo. Para lograr el cumplimiento de los derechos de las y los jóvenes 

proponemos: Redoblar esfuerzos para fortalecer y potenciar la participación de la 

juventud en  el ejercicio de sus derechos civiles, políticos, sociales, económicos y 

culturales; concretar reformas para que el Estado garantice las condiciones necesarias 

para la vida productiva de las y los jóvenes por medio de instituciones creadas para este 

fin; preparar, diseñar y ejecutar programas que mejoren su calidad de vida y les abran 

mayores posibilidades para el ejercicio pleno de su libertad; impulsar una política juvenil 

que atraviese los diferentes sectores de la administración pública y se corresponda 

con una política social incluyente; diseñar programas de salario estudiantil; alentar 

espacios de participación política bajo el respeto irrestricto a la libertad de expresión 
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y organización; establecer mecanismos para evitar prácticas intimidatorias, 

incriminatorias o de discriminación cometidas por servidores públicos; aplicar 

mejores programas y efectuar campañas de información más agresivas para 

prevenir embarazos no deseados y enfermedades de transmisión sexual, así como 

para promover el respeto a la diversidad; garantizar el fortalecimiento de instancias 

públicas que cuenten con autonomía jurídica y recursos institucionales  y 

financieros para poder aplicar políticas públicas en cuya elaboración, aplicación 

y evaluación participen las y los jóvenes y sus organizaciones. 

 

8. INDÍGENAS.- Las regiones indígenas tienen derecho a la libre determinación expresada 

en la autonomía, por lo que tienen el derecho en cuanto tales a su territorio y al uso, 

conservación y disfrute colectivos de sus recursos naturales, así como a ser 

beneficiarios directos de los recursos generados en las zonas y sitios arqueológicos de 

sus regiones, a sus sistemas normativos y a sus formas especificas de organización y 

participación política, siempre y cuando ello se encuentre dentro del marco del respeto 

irrestricto a los derechos humanos y libertades individuales necesarios para el sano 

desarrollo de todas las personas. Proponemos que los derechos ciudadanos y políticos, 

económicos, sociales y culturales, individuales y colectivos, de las regiones indígenas de 

Hidalgo sean plenamente garantizados. El Estado debe reconocer su derecho al 

desarrollo y promoverá las tradiciones, culturas, formas de expresión y lenguas de las 

regiones indígenas, al mismo tiempo que fomente los medios para que éstas puedan 

manifestarse efectivamente y con libertad. Proponemos también que la ley determine 

con precisión la forma en que las regiones indígenas de Hidalgo, tanto los originarios 

como los migrantes, puedan tener representación propia en los diferentes niveles de 

gobierno, así como en los ayuntamientos de los municipios donde dichos pueblos sean 

mayoritarios. En el ámbito municipal donde exista población mayoritariamente india 

promovemos una remunicipalización que garantice el ejercicio pleno de la autonomía y 

derechos políticos. Todo lo anterior debe ir acompañado por la transformación a fondo 

de las dependencias gubernamentales que se relacionan con las regiones indígenas, 

para que éstas puedan informarse, discutir y tomar decisiones  sobre los programas 

y presupuestos para el desarrollo local y regional, con el énfasis en  el diseño de 

políticas publicas de fomento productivo coherentes con las formas particulares de 

organización y gestión económicas de las comunidades. 
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9. PERSONAS CON CAPACIDADES DIFERENTES.- Impulsamos el ejercicio de los 

derechos de las mujeres y los hombres con capacidades diferentes y promovemos 

acciones que contribuyan a elevar su calidad de vida  bajo los principios de impulsar su 

trabajo digno, promover el acceso a los servicios básicos, equiparar las oportunidades y  

su plena integración al desarrollo equitativo. Promovemos que el Estado, junto con la 

sociedad, se organice para el disfrute de los derechos de las personas con 

discapacidad, particularmente en rehabilitación, transporte, traslado y trabajo. 

Proponemos que, con el concurso de las diversas organizaciones de personas con 

capacidades diferentes, se establezca  una estricta normatividad y vigilancia acerca de 

las condiciones físicas necesarias para la realización de sus actividades.  Mediante 

acciones afirmativas, proponemos garantizar que: las oficinas públicas y las empresas 

empleen obligatoriamente a personas con capacidades diferentes y que el lenguaje de 

señas y los sistemas de lectura para las y los invidentes, así como los mecanismos de 

comunicación desarrollados por la ciencia, sean introducidos en los medios de 

comunicación, dándose prioridad y solidaridad del sector privado en aquellos espacios 

de carácter laboral donde existan personas con esta condición; El diseño arquitectónico 

debe contemplar espacios y acceso de acuerdo a las necesidades de las personas, es 

necesario legislar para la integración de personas con capacidades diferentes y crear 

institutos de atención a éstas para garantizar la atención requerida. 

 

10. PERSONAS ADULTAS MAYORES.- El derecho a la salud y a la incorporación al 

desarrollo del estado de las personas adultas mayores debe ser garantizado por el 

Estado mediante políticas públicas que integren la capacitación del personal de salud, la 

investigación de las características de envejecimiento y la elaboración de nuevos 

proyectos de vida y organización de su tiempo libre. Luchamos por  el derecho de las 

personas adultas mayores a que se les garantice el acceso a los servicios médicos y 

sanitarios; a un ingreso mínimo permanente, a una pensión vitalicia, tanto contributiva 

como no contributiva y apoyos específicos como la gratuidad del servicio urbano de 

transporte colectivo y en consumos básicos de agua potable, luz y gas que les 

garanticen una vida digna, en justa compensación por los esfuerzos que realizaron 

durante su vida laboral activa, así como un trato digno tanto en el seno familiar y 

comunitario, como en el ámbito social, y a participar en actividades socioeconómicas, 

políticas, culturales, deportivas y de esparcimiento, que les permitan elevar su 

autoestima y calidad de vida.  Todas estas medidas deben ir acompañadas de una 

política social de reconstrucción de las instituciones públicas de protección social basada 
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en el diagnóstico sobre cuáles son hoy y en el futuro mediato los principales riesgos que 

enfrentan las y los adultos mayores. Nuestro objetivo último es extender todos los 

beneficios de la protección social a todas y todos para ejerzan su derecho a la seguridad 

social integral. 
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II.- SEGURIDAD Y JUSTICIA PARA TODAS Y TODOS 

 

La seguridad ciudadana es el primer compromiso del Estado con la sociedad y para la 

izquierda. La seguridad y la justicia no son meros servicios públicos: por el contrario, 

representan el derecho de las personas a que el poder público garantice la protección de 

sus bienes jurídicos.   

 

La crisis de seguridad no es sino la expresión más dolorosa de la crisis política y 

económica que se ha venido viviendo en nuestro país a partir del quiebre de un sistema 

que se sostenía sobre la base de la hegemonía política del partido único y ahora de la 

derecha que ha protegido criminales corruptos y delincuentes políticos y de cuello blanco 

y de la imposición de un modelo de desarrollo económico depredador que ha llevado a 

millones de mexicanos a la exclusión social. Así, la exclusión social que produce el 

modelo económico está en el fondo de la actual crisis de seguridad pública: más de 

cinco millones de jóvenes no estudian ni trabajan. Postulamos que el cambio en las 

políticas económicas y sociales, así como el crecimiento en la cobertura de la educación 

pública en todos sus niveles, son el primer paso para la construcción de una sociedad 

segura y sin violencia.  

 

Las y los ciudadanos hemos exigido de los integrantes de los órganos del Estado, el 

cumplimiento del derecho a la seguridad como una de las garantías fundamentales que 

están bajo la amenaza cotidiana de la criminalidad de altos vuelos.  

 

11. PROPUESTAS SOBRE SEGURIDAD PÚBLICA.- Con base en lo anterior, en materia 

de seguridad pública proponemos: Trabajar desde la legislatura local, junto con los 

movimientos y organizaciones sociales y ciudadanas para recuperar la conducción 

política de la seguridad con intervenciones simultáneas y complementarias; atacar la 

estructura y la capacidad de fuego y financiera de narco-negocio con políticas y 

propuestas legislativas; particularmente, es indispensable castigar de manera ejemplar y 

eficiente  el lavado de dinero y las operaciones financieras, comerciales y empresariales 

con recursos de procedencia ilícita;  construir una cultura ciudadana que censure 

socialmente la ilegalidad y el delito; construir comunidades seguras, estableciendo 

prioridades presupuestarias en políticas sociales para el campo, para el empleo, para la 

educación, así como para las acciones de seguridad pública, entendiendo que sólo con 

una concepción integral se puede combatir a la criminalidad; aumentar el presupuesto 
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en materia de seguridad, priorizando áreas relativas a la capacitación y formación de 

nuevas generaciones de policías, la prevención social del delito y la participación 

ciudadana y el fortalecimiento de los recursos destinados a los municipios; impulsar  la 

reforma de las instituciones policiales, su depuración y profesionalización, y pasar a la 

construcción de políticas modernas de seguridad pública con el objetivo de combatir con 

eficacia, eficiencia y efectividad al crimen organizado. 
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III.- DESARROLLO Y CRECIMIENTO INCLUYENTES  

 

Frente a la crisis financiera internacional y la severa recesión, previsiblemente larga, se 

promoverá una política económica y social alternativa basada en el desarrollo sostenido, 

sustentable e incluyente, en el marco de un proceso de redistribución del ingreso, que 

tenga por objetivo la promoción del crecimiento económico, la generación de empleos y 

el combate de las desigualdades. La sustentabilidad y la sostenibilidad del modelo 

económico requieren de una regulación pública que permita: redefinir el papel del 

Estado y el del mercado; apoyar al sector empresarial estatal  con políticas apropiadas 

en el ámbito fiscal, financiero y de regulación antimonopólica para que crezca y 

contribuya a la generación de empleos, relaciones de colaboración mutua entre las 

ciudades y el campo; rescatar el ingreso popular y restablecer los mecanismos del 

financiamiento productivo.  

 

Consideramos urgente promover la construcción de las condiciones que permitan 

satisfacer las necesidades básicas de todos los hidalguenses, bajo la conducción de un 

poder público con una clara orientación para la inversión en infraestructura social.  Para 

lograrlo se requiere que el Estado y la sociedad emprendan corresponsablemente un 

conjunto integral de políticas y acciones en diversos campos de la vida económica y 

social para reducir la desigualdad y superar la pobreza, generando bienestar para todas 

y todos. Debe promoverse una política integral de fomento a la planta productiva, 

redistribución del ingreso y fortalecimiento de las instituciones democráticas sobre la 

base de los valores de la universalidad de los derechos humanos, la igualdad, la 

solidaridad y la equidad. Sin una política económica incluyente no hay política social 

adecuada, ya que crecimiento que la excluya, podrá ser todo menos desarrollo. Para una 

nueva política para el desarrollo se requiere un mínimo de condiciones sociales y 

económicas que hagan que la población pueda exigir sus derechos. 

 

Consideramos necesaria una nueva participación del Estado que, al recuperar sus 

facultades, utilice el conjunto de instrumentos de la política económica. Lo constituya en 

el articulador central de esfuerzos cooperativos indispensables en lo económico y en lo 

social. Ésta capacidad estatal para promover e inducir una cooperación entre actores 

políticos, económicos y sociales es la base para incentivar el crecimiento de una pujante 

y robusta economía de mercado —regulada en forma adecuada para evitar los abusos 

de los monopolios y corregir con oportunidad las faltas de mercado— e iniciar un 
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proceso duradero de redistribución del ingreso que supere la desigualdad y garantice, 

plenamente la satisfacción de las necesidades de la población.   

 
Asimismo, es necesario un Estado que participe en la profundización de la democracia, 

que aliente los cambios estructurales al entramado institucional y propicie la construcción 

de ciudadanía; un Estado que reconozca la plena vigencia de un conjunto de derechos 

sociales exigibles. Es necesario que se inicie ya la definición, tanto en la Constitución 

como en las leyes secundarias, de un efectivo régimen de garantías sociales 

universales, así como la erección de un sistema institucional que asegure una sostenida 

democratización de la política económica, mediante la participación activa del Congreso 

y la creación de mediaciones institucionales que auspicien la comunicación, el diálogo y 

el acuerdo entre las fuerzas económicas, sociales y el gobierno. 

 

12. POLÍTICA INDUSTRIAL.- El puntal para el crecimiento sostenido de la productividad es 

la industrialización y el cambio tecnológico, que respeten el medio ambiente, el equilibrio 

regional y los derechos humanos. Se requiere modernizar el aparato productivo para 

disminuir su dependencia de las importaciones, dinamizar el mercado interno, corregir 

desequilibrios regionales y alcanzar una inserción favorable de Hidalgo en el mercado 

nacional. Un requisito para lograr este objetivo es  establecer un marco institucional de 

interacción entre municipios, empresas y sector social que tenga como propósito 

identificar las ventajas comparativas y competitivas para promover el proceso de 

industrialización, sus requerimientos de infraestructura, de educación técnica y 

capacitación, de investigación y desarrollo tecnológico, financiero y de comercialización. 

Los ejes articuladores y las condiciones de la política industrial son: a) Reconstrucción 

de las cadenas productivas, del sector público y de la empresa privada para articular la 

estructura industrial, disminuir la dependencia de insumos intermedios importados e 

impulsar a la mediana y pequeña empresas que, en condiciones de equilibrio, han 

mostrado tener una gran flexibilidad para ajustarse a los mercados nacionales e 

internacionales y, con ello, dar lugar a un crecimiento sostenido con generación de 

empleo, sin caer en un déficit externo incontrolable; b) Fortalecimiento del sector estatal 

estratégico, en especial de energéticos, petroquímica, banca de desarrollo e  

infraestructura, con el propósito de dinamizar el crecimiento y apoyar las empresas 

estatales y, d) impulso de ramas industriales prioritarias productoras de tecnología,  

maquinaria e insumos , dando un énfasis especial a los productos, procesos y 

tecnologías propias tendientes a reducir el consumo de energéticos y de agua. 
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13. DESARROLLO ECONÓMICO PLURAL E INCLUYENTE- La izquierda mexicana del 

siglo XXI  tiene el firme compromiso de  representar a todas las clases que integran la 

sociedad mexicana. Por convicción e identidad promueve, en primer término, políticas 

públicas en beneficio de los sectores históricamente excluidos y desprotegidos. 

Simultáneamente, reafirma su vocación democrática al defender los legítimos derechos 

de las clases medias, profesionistas, comerciantes, agricultores, ganaderos, artesanos, 

educadores, investigadores, científicos, artistas, comunicadores, trabajadores de la 

cultura y al empresariado comprometido con el desarrollo del estado, que, al igual que el 

resto de la población, exigen democracia, respeto a la legalidad, combate a la corrupción 

y la impunidad, seguridad jurídica que proteja a sus personas y patrimonio, mejores 

condiciones de vida, crecimiento económico y la generación de empleos. No 

pretendemos que el Estado sea el dueño y regente de la totalidad de los medios de 

producción, debemos decirlo con claridad, no queremos una economía estatista que 

obstruya la libertad y la iniciativa individual o social, pero tampoco queremos una 

economía monopólica controlada por una minoría oligárquica que, como ahora, están 

asfixiando a la nación.  

 

14. FINANZAS PÚBLICAS.- Proponemos adoptar una política de ingreso y gasto que 

preserve el carácter público de  servicios sociales, educativos, de salud y de empresas  

estratégicas propiedad de la nación; que promueva el crecimiento económico, la 

generación de empleos y la realización de obras de infraestructura estimulando la 

inversión privada gracias al efecto multiplicador del gasto gubernamental.  El aumento 

del gasto debe financiarse bajo el principio de sustentabilidad fiscal dinámica que haga 

compatible el crecimiento con la estabilidad de precios, buscando por la vía de una 

reforma hacendaria equitativa, gradual y progresiva, incrementar la recaudación; y, en 

caso necesario, instrumentar un manejo responsable y moderado del déficit 

presupuestal exclusivamente con objetivo de reactivar la economía. 

 

15. FINANCIAMIENTO DEL DESARROLLO.- El conjunto de relaciones entre el Estado y 

los mercados internos y externos, requieren también de una serie de inversiones para 

garantizar que su desarrollo sea conducente a la mejoría de la calidad de vida de las 

personas. Tenemos como objetivos garantizar la existencia de condiciones físicas 

apropiadas para el mejor desempeño de la actividad económica, así como, la existencia 

de un marco regulatorio y de política económica eficiente que, sin entorpecer el 

desarrollo de las actividades productivas, públicas y privadas,  evite que los excesos del 
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sector privado vayan en contra del desarrollo de la entidad. Por lo tanto, proponemos 

fomentar la inversión en infraestructura, ya sea para renovación de la existente o la 

creación de nueva.  Para ello, se procurará, por medio de la  ampliación de cadenas 

productivas,  que esta inversión detone a su vez el desarrollo de más actividades; así 

como privilegiar  la generación de empleos y el desarrollo de tecnologías en donde 

converjan la iniciativa privada y el sector público.  
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IV. SEGURIDAD ALIMENTARIA Y DESARROLLO RURAL 

 

16. El Estado ha abandonado sus responsabilidades de proteger y desarrollar la producción 

agropecuaria, garantizar la suficiencia alimentaria y elevar el ingreso rural. La magnitud 

que ha alcanzado la crisis alimentaria como resultado de la política neoliberal, se 

expresa en la imposición de precios relativos y marcos de comercialización ruinosos, y 

en la reducción de la inversión y el gasto públicos en infraestructura productiva, en 

crédito preferencial y en educación y apoyo técnico. En consecuencia, se abastece la 

demanda de consumo nacional con importaciones que incrementan la dependencia 

alimentaria. Los problemas del campo, en áreas tan importantes como el empleo, la 

producción de alimentos y los recursos hidrológicos, han llegado a ser tan agudos que 

representan un asunto de soberanía nacional. Se requiere de un nuevo modelo de 

desarrollo equitativo y sustentable, que permita la producción estatal suficiente y la 

disponibilidad y acceso a alimentos sanos, nutritivos y diversos para todas y todos los 

mexicanos, entendiendo que la alimentación y el trabajo son derechos humanos que el 

Estado y la sociedad en su conjunto, debemos garantizar. Para lograr un campo digno 

se requiere, además del fortalecimiento de los derechos de propiedad, la reducción de 

los costos de transacción en la aplicación de políticas y en las relaciones productivas y 

de servicios en el campo; el establecimiento de sistemas de arbitraje que proporcionen 

un marco de certidumbre a las relaciones entre particulares y con los órganos de 

gobierno de diversos ordenes; completar y mejorar el marco jurídico y normativo que rige 

la vida en el campo: reconocer las representaciones de los productores como entidades 

de interés publico; integrar las cadenas productivas para expandir las oportunidades en 

el campo y retener el valor de la producción; tomar en cuenta la preponderancia 

creciente de las mujeres en los procesos rurales; proporcionar un entorno económico 

favorable para la pequeña producción y las empresas agropecuarias y forestales, el 

mejoramiento tecnológico, el uso eficiente de agua de riego, fertilizantes, energía 

eléctrica, diesel y gas; prestar atención especial a grupos más desfavorecidos como los 

jornaleros, las mujeres y los ancianos. 

 

Para sortear la crisis del campo, garantizar el derecho a la alimentación y avanzar hacia 

un campo digno,  se propone: a) un Plan de Emergencia enfocado hacia apoyar ramas 

productivas de impacto social, productos básicos, estratégicos y regiones para garantizar 

la seguridad alimentaría y su viabilidad; b) integrar las cadenas productivas para 

expandir las oportunidades en el campo y retener el valor de la producción; c) revisión 
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con sentido de equidad, de los precios de diversos insumos agrícolas, particularmente 

de fertilizantes químicos y abonos orgánicos y de energía eléctrica, diesel y gas LP; d) 

en general mayor inversión hacia el campo, poniendo énfasis en la infraestructura ligada 

a la producción, f) un esquema puntual de política de subsidios sobre la base de la 

superficie y la productividad por hectárea; g) rescate de tierras laborales que se 

encuentran improductivas; h) acceso al crédito por parte de todas y todos los 

agricultores, estableciendo tasas preferenciales en general y en particular para los 

pequeños productores de bajos ingresos y disposición oportuna del crédito: h) completar 

y mejorar el marco jurídico y normativo que rige la vida en el campo i) investigar y 

sancionar prácticas comerciales especulativas combatiendo eficazmente los monopolios 

y oligopolios en la distribución, garantizando abasto popular; y j) acudir a los recursos de 

defensa contra prácticas desleales de comercio y la imposición de salvaguardas; k) 

instrumentar un programa intensivo de generación de actividades no agropecuarias para 

los productores sin viabilidad económica en el sector y ofrecer respaldo preferencial a las 

regiones con mas alto índice de pobreza; l) modificación constitucional con el objeto de 

establecer la naturaleza multianual de los presupuestos y la participación de los 

productores del agro y la definición de proyectos y programas; y m) atención a regiones 

pobres con sistemas de apoyo financiero compensatorio y solidario. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
17 

V.- EDUCACIÓN, CIENCIA, TECNOLOGÍA Y CULTURA 

 

17. Estamos ante el reto de satisfacer la legítima demanda de la población: educación 

para todas y todos y de alto nivel para que las personas egresadas puedan incorporarse 

al mercado de trabajo devengando salarios dignos y acordes a sus labores. Para 

encarar este reto es preciso elaborar y emprender una reforma en todos sus niveles con 

la participación de los actores involucrados en el proceso de enseñanza-aprendizaje, en 

la investigación científica y tecnológica, y en la promoción y difusión de la cultura y las 

artes. Consideramos que el Estado es responsable de financiar, promover y apoyar la 

educación pública de toda la sociedad, así como la investigación científica y tecnológica, 

la creación artística y cultural en beneficio de la nación mexicana, por lo que debe de 

destinar los recursos suficientes de tal manera que se garantice la gratuidad en el 

sistema educativo y se fomente el trabajo de investigadores, creadores, artistas y 

difusores de la cultura.  

 

18. EDUCACIÓN.- Como principales propuestas en materia educativa presentamos las 

siguientes: Revisar la infraestructura física del sistema educativo, con el propósito de 

ampliar los espacios educativos y hacer posible la formación multidimensional de las y 

los educandos, a través de plantas de profesores especializados; modificar el sistema de 

evaluación, a efecto de garantizar su autonomía y valorar tanto el desempeño de las y 

los educandos, como el del magisterio, los sistemas educativos y los establecimientos 

escolares; completar la federalización del sistema educativo, paralela a una reforma del 

sistema fiscal de la federación, cuidando mediante fondos y programas estatales que se 

reduzca radicalmente la asimetría entre las distintas regiones del estado y sectores de la 

sociedad. Combatir la asimetría en la educación básica que existe entre escuelas 

urbanas y rurales, garantizando las condiciones mínimas aceptables de estudio y 

asegurando la calidad, permanencia, responsabilidad y profesionalismo de los docentes, 

lo que implica un programa de formación y actualización magisterial. 

 

19. EDUCACIÓN SUPERIOR.- Las universidades públicas son instituciones estratégicas 

para el desarrollo económico, social y cultural del Estado, así como para el 

fortalecimiento de la soberanía estatal. En la creación, transmisión y difusión del 

conocimiento y la cultura, que son sus funciones básicas, es fundamental la autonomía 

universitaria y la libertad de cátedra e investigación. El Estado cumple su 

responsabilidad, respetando esos principios y conquistas, y dándoles a las instituciones 
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públicas de educación superior los recursos necesarios y suficientes para realizar con 

excelencia sus labores, sin mayor condicionamiento que la transparencia y rendición de 

cuentas en el manejo de los mismos. La autonomía pertenece a toda la comunidad 

universitaria por lo que la participación y la democracia en el gobierno universitario es su 

mejor forma de ejercerla y cuidarla de la intromisión de los grupos de poder externos en 

favor de sus intereses particulares, así como para fortalecer la academia frente a las 

inercias burocráticas que la ahogan y subordinan. Para revertir la tendencia a favorecer 

la educación privada en detrimento de la educación pública y recuperará el prestigio de 

las universidades públicas proponemos: Reforzar el carácter constitucional público y 

gratuito de la educación superior y apoyar con los recursos necesarios a una nueva 

expansión de la universidad pública; respetar escrupulosamente la autonomía 

universitaria y el compromiso constitucional de dotar a la universidad pública de recursos 

suficientes para su funcionamiento y expansión y promover que los propios universitarios 

ejerzan un control estricto y transparente sobre el uso de los recursos; conceder un lugar 

prioritario a la educación superior en la política de desarrollo y asignar a la universidad 

pública el papel de centro orientador de la investigación científica. 

 
 

20. CIENCIA Y TECNOLOGÍA.- La construcción de las capacidades científico-tecnológicas 

requeridas para garantizar un cambio cualitativo en las fuerzas productivas del Estado 

es una responsabilidad histórica del poder público. Este esfuerzo de largo alcance sólo 

puede realizarse bajo la regulación y coordinación del Estado y mediante un conjunto de 

políticas públicas formuladas en función de un proyecto del Estado. Debe abarcar e 

integrar las instituciones educativas y de investigación y desarrollo tecnológico, así como 

inventores independientes y los distintos agentes económicos. Del éxito de este esfuerzo 

depende no sólo la viabilidad de Hidalgo como Estado soberano y productivo, sino 

también la posibilidad de garantizar a todos los hidalguenses su derecho a un trabajo 

digno, creativo y remunerativo que aporte al bien colectivo.  La investigación científica y 

técnica, debe ser, por lo tanto, de alta prioridad en todos los aspectos de su desarrollo. 

En consecuencia, proponemos: Fijar una política de investigación científica que 

coloque, entre los objetivos prioritarios de estudio, los temas relativos a la satisfacción 

de las necesidades de la población vinculados con los planes estatal y regionales de 

desarrollo; promover nuevas carreras que se relacionen con la innovación científica y 

tecnológica; hacer que la Ciencia y la Tecnología se vinculen a la planeación 

estratégica del Estado y atiendan estrechamente las necesidades estatales, 

regionales y de los distintos sectores sociales para favorecer los procesos productivos y 
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otras necesidades de la sociedad, aprovechar las oportunidades y enfrentar los retos; 

apoyar mediante mecanismos fiscales a las empresas que desarrollen proyectos de 

investigación y de renovación tecnológica, que favorezcan el desarrollo de la aplicación 

de las ciencias a la producción;  establecer programas de intercambio académico, 

promover investigaciones interinstitucionales, aumentar las becas al extranjero y 

fomentar la repatriación de investigadores con base en oportunidades de trabajo 

académico bien remunerado en instituciones públicas; crear redes estatales de 

investigadores; diseñar una política de becas de especialización orientada según las 

necesidades estatales para garantizar que las y los futuros investigadores tengan 

acceso a las universidades y centros de investigación más actualizados.  Para que esto 

funcione, la política deberá contemplar asimismo las bases necesarias para mantener 

siempre los incentivos necesarios para que tales investigadores desarrollen sus 

actividades en sintonía con las necesidades del Estado de Hidalgo. 
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VI.- TRABAJO 

 

En el marco de la organización democrática de las trabajadoras y los trabajadores y de 

la garantía de sus derechos, es posible enfrentar los nuevos retos del mundo del trabajo 

derivados de la globalización. Los cambios en la estructura técnica y económica están 

conduciendo a una transformación profunda del trabajo que incluso plantea su 

redefinición conceptual y genera cambios radicales en la estructura de las ocupaciones. 

Este es el momento de marchar hacia una concepción más avanzada del trabajo, 

desarrollando su dimensión creativa. Una adecuada base técnica es una condición para 

incrementar la productividad. Para enfrentar el reto de la reestructuración democrática y 

productiva del mundo del trabajo se requieren perfeccionar los procesos intensivos y 

extensivos de educación y capacitación. Se requiere establecer el marco legal que 

obligue a todas las empresas a brindar capacitación de gestión mixta a sus trabajadores 

y trabajadoras, destinando montos específicos e instituciones ágiles. Asimismo, nos 

pronunciamos por abolir  la discriminación que en términos de beneficios laborales se 

derivan de las distinciones entre características de los trabajadores y las trabajadoras 

como su régimen contractual, su calidad de asalariados o por honorarios, etc.  Todos los 

trabajadores y trabajadoras tienen  derecho a los mismos beneficios, como son los de 

seguridad y previsión social, seguridad en el trabajo y certeza jurídica, entre otros. 

 

21. EMPLEO DIGNO.- Proponemos impulsar la creación de fuentes de trabajo digno y un 

ingreso por medio de una estrategia específica, integrada en las políticas industrial y de 

desarrollo rural, y construida sobre dos ejes: la integración de las economías formal e 

informal y, la elevación de la productividad de la economía popular, urbana y rural. Esta 

estrategia requiere de políticas públicas para promover un sector moderno de 

trabajadoras y trabajadores por cuenta propia, cuyos productos o servicios se integren a 

la economía formal. Este proceso permitirá incrementar los ingresos de este grupo de 

población y garantizarle mejores niveles de consumo, así como una ampliación del 

mercado interno. Para alcanzar este propósito se requiere elevar la productividad de la 

economía popular, mediante la incorporación de aquellos avances tecnológicos que 

permiten adaptar la producción de bienes y servicios a las condiciones locales. Para ello, 

se estimulará la organización de la población trabajadora y el acceso a apoyos 

financieros, tecnológicos y de capacitación bajo un esquema flexible, con prioridades 

definidas y sujeto a evaluación de resultados. Consideramos que es necesario enfatizar 

en la transferencia de recursos estatales compensatorios a las zonas de mayor rezago. 
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Un elemento central para la superación de la pobreza y el avance de la justicia 

distributiva es fijar una asignación de recursos estatales que permita fortalecer las 

capacidades productivas de aquellos municipios o regiones que, en las condiciones 

actuales, no pueden generar localmente los recursos requeridos de inversión productiva. 

Además, para poder reformar el mundo del trabajo de manera integral, impulsamos el 

principio de la democracia sindical que regirá el funcionamiento de tales organizaciones, 

en las que toda dirección y representación será producto del sufragio directo, secreto y 

universal de los miembros de las organizaciones sindicales. La toma de nota 

desaparecerá y el gobierno se limitará a reconocer a los dirigentes sindicales. 

 

VII.- ESTADO Y SOCIEDAD DEMOCRÁTICOS 

 

22. DEMOCRACIA.- Sostenemos la vía electoral como el medio institucional por el cual las 

y los ciudadanos ejercen su derecho político a representar y ser representados en la 

definición de las decisiones fundamentales del Estado.   

La democracia, tanto representativa como participativa, requiere incorporar, de manera 

central, el respeto a los derechos y garantías sociales e individuales, la legalidad, la 

equidad, la participación ciudadana, la transparencia y rendición de cuentas como ejes 

centrales de la vida pública.  El Estado democrático debe reflejar una voluntad 

permanente de la sociedad por mantener la mayor proximidad posible entre la 

ciudadanía y las esferas de toma de decisión.  

 

23. PODER LEGISLATIVO.- Proponemos una nueva Ley Orgánica del Congreso del Estado 

que permita y favorezca las coaliciones legislativas, aumente las facultades de las 

comisiones en materia de investigación, control y dictamen, establezca mecanismos 

para que las iniciativas no se congelen en las comisiones, estreche la vinculación de 

éstas con las distintas ramas del gobierno, dándoles facultades de planeación y 

evaluación del desempeño gubernamental, vinculatorias en la asignación del 

presupuesto, promueva la profesionalización de un servicio civil de carrera de los 

asesores parlamentarios para garantizar un Poder Legislativo eficiente y capaz de dar 

continuidad a los trabajos de la anterior legislatura. Proponemos asimismo, diseñar e 

implementar mecanismos de contrapeso que impidan a  los legisladores autoaprobarse 

de manera unilateral sus dietas, prestaciones y prerrogativas económicas. 
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24. AUSTERIDAD Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN.- Para establecer las condiciones que 

nos permitan construir una administración pública menos costosa para  los ciudadanos, 

así como más eficiente y transparente, estimamos de urgente necesidad realizar 

cambios en el corto y en el mediano plazo, en el marco de un proceso de rediseño de la 

estructura administrativa. Entre otras medidas, proponemos: reducir el costo del 

gobierno mediante la disminución de los sueldos de los altos funcionarios, la eliminación 

del gasto improductivo y establecer el principio de austeridad como criterio rector del 

servicio público, dar plena transparencia al manejo y aplicación de los recursos públicos, 

erradicar el carácter "electorero" y clientelar de las políticas sociales y de combate a la 

pobreza, revisar la legislación penal para que efectivamente se castiguen el tráfico de 

influencias y el conflicto de intereses en todas las esferas del poder público a fin de 

eliminar la convivencia entre política y negocios; Establecer la participación de la 

sociedad en la vigilancia de los actos de gobierno mediante el establecimiento de 

contralorías ciudadanas, revisar la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para redefinir los criterios relativos a la información reservada y la confidencial 

así como establecer las bases generales  indispensables que deban cumplir las 

legislaciones estatales de la materia y garantizar la licitación abierta de la obra y 

adquisiciones públicas. 

 

25. FEDERALISMO.- Proponemos instituir un nuevo federalismo que contemple: 

Establecer criterios claros en la entrega de los recursos asignados para terminar con 

la administración discrecional de los mismos, de tal manera que  haya  certeza de 

cuánto y cuándo se  harán  las transferencias presupuéstales, reestructurar la Ley 

de Ingresos y el Presupuesto de Egresos para emplear mejor los recursos 

financieros públicos y lograr que en las participaciones federales haya un nuevo 

equilibrio basado en los criterios de equidad y compensación a favor de los Estados 

y Municipios más pobres del país, reformar el artículo 41 constitucional para incluir 

el reconocimiento al Municipio como depositario del ejercicio de la soberanía popular. 

 

Reformar la Ley Orgánica Municipal para cumplir con el espíritu del artículo 115 

Constitucional y que el Ayuntamiento sea efectivamente representativo y pueda 

ejercer a plenitud  sus atribuciones y su  capacidad  como orden de gobierno 

autónomo y actor de su propio desarrollo.  En ese sentido, se debe modernizar 

la administración pública en los Municipios, garantizando el control democrático del 

gobierno y la rendición de cuentas,  reformar en concordancia con el punto anterior, la 
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Ley de Coordinación Fiscal para aumentar los recursos económicos y las 

facultades de la administración y finanzas del Municipio por medio de el aumento de sus 

facultades hacendarias, concretamente recaudatorias, reformar el articulo 115 

Constitucional para reconocer la diversidad y la heterogeneidad Municipal, reconociendo 

las asimetrías y particularidades sociales, económicas, demográficas y establecer bases 

constitucionales que efectivamente  promuevan  la asociación entre Municipios y la 

gestión pública mancomunada. 

 

26. PARTICIPACÍON CIUDADANA.- Resulta indispensable consolidar la democracia 

representativa fortaleciendo al poder legislativo al mismo tiempo que se avanza en la 

democracia participativa e insistir en la reforma del régimen político.  Para tal fin, 

promovemos el control permanente por parte de los hidalguenses sobre los gobernantes 

y el fortalecimiento de la democracia así como el establecimiento y reglamentación de 

sus mecanismos. Impulsamos el reconocimiento como derechos políticos de los 

ciudadanos el referéndum, el plebiscito, la iniciativa popular, la revocación del mandato y 

la voz ciudadana. Los ciudadanos y ciudadanas tendrán en todo momento el derecho a 

refrendar o no las leyes del Congreso Estatal a petición de una parte de los integrantes 

del listado de electores. Asimismo, proponemos la existencia de la figura del plebiscito 

sobre las políticas y actos trascendentales en los niveles de gobierno, así como el 

reconocimiento de la iniciativa popular para que una parte determinada de la ciudadanía 

pueda proponer leyes locales. El Estado y Municipios, deben adoptar estos instrumentos 

de democracia, expidiendo las leyes de participación ciudadana que garanticen la 

intervención de sus residentes en los asuntos públicos a través de su organización y el 

ejercicio de derechos colectivos conferidos a las comunidades urbanas y rurales. De 

igual manera, promovemos el derecho a la información, a la deliberación pública y 

abierta, proponemos crear canales de participación y de deliberación para que las 

ciudadanas y los ciudadanos puedan exigir rendición de cuentas a sus gobernantes y a 

los partidos políticos  

Con este espíritu, proponemos la creación, o en su caso el fortalecimiento, de los 

consejos consultivos ciudadanos para que éstos cuenten con un peso real en la toma de 

decisiones.  

 

27. LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN.- Estamos por que la 

libertad de prensa no tenga restricciones, sin menoscabo de las responsabilidades 

establecidas por las disposiciones legales en el ámbito civil que garantizan derechos. Se 
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impulsará una nueva ley de radio y televisión que fomente una publicidad respetuosa de 

los derechos de las personas y evite estereotipos y prejuicios en contra de algún sector 

de la población y que cuente con los siguientes principios básicos: a) Prevenciones que 

impidan esquemas y prácticas de carácter monopólico, determinen las normas de la 

competencia y protejan los derechos autorales, b) un nuevo Consejo de Radio y 

Televisión como autoridad en la materia y dotado de independencia.  

 

 

 

 


